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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES DEL 

PROCESO 

 

1.1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

Con fecha 14 de noviembre de 2013, la empresa CONCRETOS SUPERMIX S.A., 

debidamente representada por el señor Norvil Delgado Núñez (en adelante, el 

demandante), interpuso ante el Juzgado Especializado en lo Contencioso 

Administrativo de la Corte Superior de Justicia de Lima, demanda contencioso 

administrativo en contra del Organismo Supervisor de Contrataciones del Estado- 

OSCE, formulando el siguiente petitorio: 

 

1.1.1. Petitorio 

 

(i) Primera Pretensión Principal 

Solicitó que se declare la nulidad total de la Resolución N° 1981-2013-TC-S1 de 

fecha 9 de setiembre de 2013, emitida por la Primera Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado, la cual declaró improcedente el recurso de 

reconsideración interpuesto contra la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 de fecha 

26 de julio de 2013. 

(ii) Segunda Pretensión Principal 

Solicitó que se declare la nulidad total de la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 de 

fecha 26 de julio de 2013, mediante la cual se dispuso sancionar al demandante 

por el periodo de catorce (14) meses de inhabilitación temporal de participar en 

procedimientos de selección y de contratar con el Estado. 

(iii) Pretensión accesoria a la Segunda Pretensión Principal   

Solicitó que se declare la extinción de todos los efectos de la sanción impuesta 

mediante la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 de fecha 26 de julio de 2013. 

 

Fundamentos de hecho 

El demandante señala que, en el marco de sus actividades, se presentó como postor 

en el procedimiento de selección de Adjudicación Directa Pública N° 032-2012-
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GRP/CE, el cual fue convocado por el Gobierno Regional de Puno - Sede Central con 

fecha 21 de diciembre de 2012, para la “Adquisición de concreto premezclado FC= 210 

kg/cm2 para la obra: Mejoramiento de la capacidad operativa del archivo regional de 

Puno”, por el monto de S/ 237,877.50 (Doscientos treinta y siete mil ochocientos 

setenta y siete con 50/100 soles). 

 

Asimismo, indica que como resultado del procedimiento de selección en referencia, con 

fecha 14 de enero de 2013 se le adjudicó la buena pro por el monto de                                   

S/ 229,786.71 (Doscientos veintinueve mil setecientos ochenta y seis con 71/100 

soles), la cual quedó consentida dentro del plazo determinado por Ley, por lo que, 

como consecuencia de ello procedió con la presentación de la documentación 

necesaria y, posteriormente, con la suscripción del contrato respectivo.  

 

Manifiesta que días después, el Gobierno Regional de Puno le comunicó 

telefónicamente que iba a ser necesario un nuevo acto de suscripción de contrato, toda 

vez que el documento original contenía errores tipográficos; sin embargo, la nueva 

suscripción de contrato no se llevó a cabo, dado que el  Gobierno Regional de Puno 

nunca fijó y/o le comunicó una fecha para dicho acto.  

 

Añade que posteriormente tomó conocimiento de la Resolución N° 101-2013.GGR-GR-

PUNO de fecha 6 de marzo de 2013, emitida por el referido Gobierno Regional, 

mediante la cual se declaró- entre otros: i) La pérdida automática de la buena pro 

otorgada a su representada, con el fundamento de que no se presentó a la suscripción 

del contrato y ii) La puesta en conocimiento de la infracción cometida al Tribunal de 

Contrataciones del Estado. 

 

Refiere que como consecuencia de ello, con fecha 9 de abril de 2013, dicho Tribunal de 

Contrataciones le comunicó el inicio de un procedimiento administrativo sancionador; 

procediendo con fecha 24 de abril de 2013 a presentar el descargo respectivo, en el 

que señaló que sí se produjo la suscripción del contrato y si éste no se pudo ejecutar 

fue por causa imputable única y exclusivamente al Gobierno Regional de Puno, por lo 
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que no existía argumento alguno que importe responsabilidad al postor, más aun si el 

único poseedor del expediente de contratación, incluido el contrato, era la propia 

Entidad. 

 

Como resultado del referido procedimiento administrativo sancionador, mediante la 

Resolución N° 1637-2013-TC-S1 de fecha 26 de julio de 2013, el Tribunal de 

Contrataciones del OSCE le impuso la sanción de inhabilitación temporal para 

participar en procedimientos de selección y de contratar con el Estado por el periodo de 

catorce (14) meses.  

 

Ante dicha decisión, con fecha 20 de agosto de 2013, el demandante presentó su 

recurso de reconsideración, argumentando que el Tribunal de Contrataciones del 

OSCE no realizó de forma adecuada la valoración de los hechos, además de vulnerar 

los principios del debido procedimiento y de defensa. Cabe señalar que mediante la 

Resolución N° 1981-2013-TC-S1 de fecha 9 de setiembre de 2013, el Tribunal de 

Contrataciones del OSCE declaró improcedente por extemporáneo el recurso de 

reconsideración interpuesto. 

 

Ahora bien, en relación a la Primera Pretensión Principal, el demandante señala que al 

haberse declarado improcedente por extemporáneo su recurso de reconsideración, se 

le impidió de manera arbitraria acceder a su derecho a la doble instancia en la vía 

administrativa, regulado en el artículo 249 del Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 184-2008-EF y modificado por el 

Decreto Supremo N° 138-2012-EF (en adelante, el Reglamento).  

 

Asimismo, el demandante precisa que para arribar a dicha conclusión, el Tribunal de 

Contrataciones del Estado tomó como notificada válidamente la Resolución                  

N° 1637-2013-TC-S1, con la notificación electrónica en el Toma Razón Electrónico del 

Tribunal, esto es, el 26 de julio de 2013, por lo que, bajo esa lógica, se tenía hasta el 6 

de agosto de 2013 para interponer el recurso de reconsideración.  
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Al respecto, el demandante señala que dicho razonamiento es errado, ya que atenta 

directamente contra su derecho al debido procedimiento, al “soslayarse” el hecho de 

que el propio OSCE, en atención al pedido de pérdida de la clave de acceso efectuado 

con fecha 9 de agosto de 2013, haya remitido una nueva clave el 16 de agosto de 

2013, por lo que resultaba un despropósito señalar que el plazo de impugnación venció 

el 6 de agosto de 2013 y, peor aún, que la notificación de la Resolución N° 1637-2013-

STC-S1 se produjo el 26 de julio de 2013.  

 

Añade que con la entrega de una nueva clave de acceso al Toma Razón Electrónico 

del Tribunal, el OSCE reconoció que su representada no contaba, y por ende 

necesitaba, con una clave de acceso, siendo su actuar final contrario al debido 

procedimiento, además de vulnerar los principios de conducta procedimental y de 

buena fe.  

 

Bajo dichos argumentos, señala que la Resolución N° 1981-2013-TC-S1 de fecha 9 de 

setiembre de 2013 incurre en un vicio al sostener una interpretación arbitraria y 

equivocada de los hechos, contraviniendo sus propios actos y privándolo 

irrazonablemente de su derecho a la doble instancia.  

 

En relación a la Segunda Pretensión Principal, el demandante solicitó al Juzgado que 

en atención al principio de la Tutela Jurisdiccional Efectiva, declare la nulidad de la 

Resolución N° 1637-2013-STC-S1, por incurrir en los siguientes vicios: 

- La sanción es nula porque se sustenta en la aplicación de normas derogadas:  

En este aspecto, el demandante señala que la sanción interpuesta por el Tribunal 

resulta ilegal ya que “consiente y ratifica” el criterio del Gobierno Regional de Puno 

de declarar la pérdida automática de la buena pro en base a normas derogadas (no 

seguir el procedimiento de suscripción del contrato de la normativa aplicable, este es 

el Decreto Supremo N° 138-2012-EF). Asimismo, señala que lo que resulta aún más 

gravoso es el hecho de que el demandado haya identificado el grave vicio de nulidad 

procedimental y que, en lugar de rechazar el “pedido de castigo”, lo corrige 

arbitrariamente sin base legal alguna, lo reemplaza por la norma vigente y lo 
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sanciona. Para concluir, señala que al ser el derecho administrativo sancionador por 

esencia garantista, el demandado debió respetar estrictamente las normas del 

debido procedimiento y el principio de legalidad, por lo que solo pudo iniciar el 

procedimiento sancionador e imponer una eventual sanción, si se invocaba normas 

vigentes. No obstante, para justificar su actuación, el OSCE recurrió al principio de 

verdad material, siendo que a juicio de su representada, dicho principio no puede 

llegar de modo alguno a un atropello de los derechos constitucionales de defensa, 

debido procedimiento y predictibilidad administrativa, al sustituir una norma por otra.  

- La sanción es nula porque afecta el derecho al debido procedimiento y el derecho a 

la prueba: 

En este punto, el demandante señala que la acción probatoria fue ineficiente, ya que 

la sanción únicamente se sustentó en una mera afirmación por parte de los 

funcionarios del Gobierno Regional de Puno, referido al hecho de que su 

representada no asistió a la firma del contrato y que nunca se presentó medio 

probatorio alguno que sustentara que tuvo conocimiento de una invitación para la 

suscripción del contrato, de lo que concluye la vulneración al principio del debido 

procedimiento, por lo que resulta ilegal.  

En adición a ello, señala que el Tribunal, en el íter del procedimiento administrativo 

sancionador, no advirtió el principio de licitud, el cual señala que la carga de la 

prueba recae en la administración, quien debe probar la imputación que realiza, no 

pudiendo sancionarse porque “supuestamente” el administrado no probó su 

inocencia.  

Finalmente, en relación a la Pretensión Accesoria a la Segunda Pretensión Principal, el 

demandante señala que una vez declarada la nulidad de la sanción, se declare la 

extinción de todos sus efectos. 

1.2. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Con fecha 11 de diciembre de 2013, el abogado Erick Samuel Villaverde Sotelo, en su 

condición de Procurador Público Adjunto del Organismo Supervisor de las 

Contrataciones del Estado - OSCE (en adelante, el demandado), se apersonó al 

proceso, contestando la demanda, bajo los argumentos que a continuación se 

enuncian: 
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Fundamentos de hecho  

En principio, el demandado señala que el demandante pretende cuestionar una 

decisión del Tribunal de Contrataciones del Estado emitida en el ejercicio regular de las 

facultades otorgadas mediante la Ley N° 1017, Ley de Contrataciones del Estado y su 

Reglamento. Asimismo, precisa  que la responsabilidad administrativa por la infracción 

imputada ha sido debidamente probada y motivada; máxime si se tiene en 

consideración que la responsabilidad por la comisión de una infracción administrativa 

es objetiva, esto es, con la simple verificación de la configuración del supuesto de 

hecho normativo, siendo que en el presente caso se configuró la infracción referida a la 

no suscripción injustificada del contrato, regulada en el literal a) del numeral 1 del 

artículo 51 de la Ley de Contrataciones del Estado.  

 

En relación al argumento mediante el cual el demandante señala que sí cumplió con la 

firma del contrato, el demandado señala que, de acuerdo a lo establecido en el numeral 

2 del artículo 162 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, las afirmaciones 

que formulen los administrados dentro de un procedimiento administrativo sancionador 

deben contar con su respectiva prueba; no obstante, el demandante no ha demostrado 

documentalmente haber cumplido con el procedimiento para la suscripción del contrato 

que dispone el artículo 148 del Reglamento, incurriendo así en la infracción tipificada 

en el literal a) del numeral 1 del artículo 51 de la Ley. 

 

En relación al inicio del procedimiento administrativo sancionador, el demandado 

señala haber notificado válidamente la clave de acceso al Toma Razón Electrónico, de 

lo que se dejó constancia en la Cédula de Notificación N° 13284-2013.TC del 9 de abril 

de 2013, de conformidad a lo establecido en el artículo 247 del Reglamento, por lo que 

desde su notificación, el demandante asumió la responsabilidad del permanente 

seguimiento del procedimiento a través de dicho medio electrónico, en consecuencia, el 

argumento referido a una supuesta indebida notificación no tendría asidero legal. 

 

En relación al argumento del demandante referido a que al haberse declarado 

improcedente por extemporáneo su recurso de reconsideración, se generó una 
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circunstancia que le causó indefensión, el demandado manifiesta, en concordancia con 

lo señalado en el párrafo precedente, que el numeral 8 de la Directiva N° 008-2012-

OSCE/CD establece que en el caso de procedimientos sancionadores, las resoluciones 

que ponen fin a los procedimientos administrativos que el Tribunal tiene a su cargo, 

serán notificados a través del Toma Razón Electrónico del OSCE; entendiéndose por 

notificadas el mismo día de su registro en dicho sistema, por lo que al haberse 

publicado la Resolución      N° 1637-2013-TC-S1 con fecha 26 de julio de 2013, tenía 

hasta el 6 de agosto para interponer el recurso de reconsideración y no como ha 

manifestado el demandante, quien presentó su recurso de reconsideración el 20 de 

agosto de 2012, esto es, extemporáneamente.  

 

1.3. SÍNTESIS DE DICTAMEN FISCAL 

Con fecha 27 de agosto de 2014, la Trigésimo Tercera Fiscalía Provincial Civil de Lima 

emitió el Dictamen N° 674-2014, mediante el cual opinó que se debe declarar 

IMPROCEDENTE la demanda porque: i) Se advierte de autos que con fecha 20 de 

agosto de 2013, el demandante interpuso recurso de reconsideración contra la 

Resolución N° 1637-2013-TC-S1, la misma que fue notificada el 26 de julio de 2013, 

por lo que al ser aplicable el artículo 8 de la Directiva N° 008-2012-OSCE/CD, el 

demandante tenía hasta el 6 de agosto para interponer el recurso de reconsideración.  

 

En ese sentido, el recurso impugnatorio fue presentado fuera del plazo establecido en 

la norma especial, lo cual implica que al no haber sido cuestionada dentro del plazo 

legal, la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 quede consentida, por ende, la Resolución     

N° 1981-2013-TC-S1 no se encuentra inmersa en causal de nulidad establecida en el 

artículo 212 de la Ley N° 27444 y ii) Se advierte que el demandante si tenía la clave de 

acceso a la Toma Razón, tal como lo demuestra la Cédula de Notificación                         

N° 13284/2013.TC del 9 de abril de 2013, además de tenerse en cuenta que el 

demandante no demostró en autos que dicha clave se perdió antes del vencimiento del 

plazo para formular recurso de reconsideración. 
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1.4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Mediante Resolución N° 10 de fecha 13 de noviembre de 2014, el Cuarto Juzgado 

Especializado en lo Contencioso Administrativo resolvió: i) DECLARAR FUNDADA EN 

PARTE la demanda interpuesta; en consecuencia, NULA la Resolución N° 1981-2013-

TC-S1 de fecha 9 de setiembre de 2013, expedida por la Primera Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado del OSCE y ii) DECLARAR IMROCEDENTE la demanda, 

en cuanto pretende que se declare la nulidad total de la Resolución N° 1637-2013-TC-

S1; además, ORDENA que el Tribunal demandado se pronuncie sobre el fondo del 

recurso de reconsideración interpuesto por la demandante en sede administrativa. 

 

En relación a la Primera Pretensión Principal, señala que al realizar una interpretación 

sistemática del Reglamento y la Directiva N°008-2012-OSCE/CD, se concluye que la 

notificación de la Resolución que impone sanción al administrado incurso en un 

procedimiento administrativo sancionador, se produce cuando éste cuenta con su clave 

de acceso, para que así tengan la efectiva posibilidad de tener conocimiento de los 

actos procesales expedidos por el Tribunal en el expediente respectivo. En dicho 

sentido, la interpretación antes descrita posibilitaría el acceso al recurso impugnatorio 

del demandante en sede administrativa, por lo tanto, constituye una interpretación 

acorde con la naturaleza del procedimiento administrativo sancionador que exige 

brindar al administrado pasible de sanción, los mecanismos necesarios para un efectivo 

ejercicio de su derecho de defensa.  Ante la duda razonable respecto de la notificación, 

concluye  que al ser el derecho a recurrir una garantía procesal constitucional, las 

normas que regulan el recurso deben interpretarse en el sentido más favorable a fin de 

facilitar el acceso al recurso. 

Asimismo, señala que era indispensable una debida notificación al demandante con la 

resolución que le imponía la sanción, además, resaltando que el propio demandado 

reconoció que el demandante, al 9 de agosto de 2013, carecía de clave de acceso al 

Toma Razón Electrónico, procediendo a renovarle dicha clave ante el expreso pedido 

formulado por la parte actora con fecha 9 de agosto de 2013. En ese sentido, concluye 

que la demandante no tomó conocimiento de la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 en la 

fecha que se publicó en el Toma Razón Electrónico, por lo tanto, el recurso de 
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reconsideración interpuesto con fecha 20 de agosto de 2013 por el demandante no 

resulta extemporáneo, sino que se ha postulado dentro del plazo de cinco días 

establecido por Ley, dado que, recién el 16 de agosto de 2013 le fue entregada su 

nueva clave de acceso.  

 

En esa misma línea, añade que el numeral 2 del artículo 229 de la Ley  N° 27444 

señala que los procedimientos especiales no podrán imponer condiciones menos 

favorables a los administrados, por lo que se debe procurar una efectiva notificación; en 

consecuencia, al no observarse en el caso la formalidad dispuesta, dicha situación 

implica no solo la nulidad del acto administrativo, sino también la vulneración del 

derecho al debido proceso del recurrente, en la medida que se le privó de su derecho a 

cuestionar los actos administrativos debido a la falta de notificación en la forma y 

oportunidad a que se refiere la Ley, lo que implica, además, la vulneración de su 

derecho de defensa. 

 

En relación a la Segunda Pretensión Principal y su accesoria, señala que no pueden 

ser amparadas, teniendo en cuenta que en sede administrativa no se ha emitido 

pronunciamiento en última instancia sobre el fondo. 

Como se advierte de la lectura a la sentencia, el análisis del Juzgado se circunscribe a 

la Primera Pretensión Principal, toda vez que sobre lo controvertido en ella se agotó la 

instancia administrativa, lo que no habría ocurrido en lo controvertido en la Segunda 

Pretensión Principal. 

 

1.5. SÍNTESIS DEL RECURSO DE APELACIÓN  

1.5.1. Recurso de apelación presentado por la parte demandante 

CONCRETOS SUPERMIX S.A. interpuso recurso de apelación contra la Sentencia 

contenida en la Resolución N° 10 de fecha 13 de noviembre de 2014, por los siguientes 

argumentos: 

 

1.5.1.1. Fundamentos de hecho 
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Señala que constituye una obligación ineludible del juzgado pronunciarse ordenando 

todas las medidas necesarias que satisfagan íntegramente el interés vulnerado por el 

acto administrativo cuestionado, toda vez que las sentencias en los procesos 

contencioso administrativos no solo deben declarar la nulidad de los actos 

administrativos, sino también disponer el reconocimiento o la restitución efectiva del 

derecho sustantivo que se haya afectado. Añade que el hecho de haber impugnado la 

Resolución que declaró improcedente el recurso de reconsideración, no debió alterar la 

obligación del Juez de pronunciarse sobre la Resolución primigenia que impuso la 

sanción y en donde fue manifiesta la ilegalidad de ésta, pues la doctrina es clara al 

establecer que impugnar el pronunciamiento que agota la vía administrativa constituye 

únicamente un requisito de procedibilidad para la acción contencioso administrativa, sin 

que altere el ámbito de las potestades propias de la plena jurisdicción como factor 

integrante de una sentencia estimatoria en ese ámbito. Agrega, que la Resolución       

N° 1637-2013-TC-S1 partió del reconocimiento de la aplicación de una norma derogada 

por parte del Gobierno Regional de Puno, habiendo incurrido así en una evidente 

ilegalidad, por lo tanto, el Tribunal de OSCE habría convalidando las irregularidades 

suscitadas en la actuación de la Entidad Regional.  

 

1.5.1.2. Fundamento del agravio 

El demandante señala que la sentencia impugnada le causó agravio, toda vez que el 

Juzgado omitió pronunciarse sobre una de las pretensiones principales de la demanda 

y sobre la pretensión accesoria. 

 

1.5.2. Recurso de apelación presentado por la parte demandada 

El Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado, interpuso recurso de 

apelación contra la Sentencia contenida en la Resolución N° 10 de fecha 13 de 

noviembre de 2014, por los siguientes argumentos: 

 

1.5.2.1. Fundamentos de hecho 

Señala que la Resolución impugnada ha transgredido la normativa que regula el 

proceso contencioso administrativo, al no haberse considerado que la Resolución        
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N° 1981-2013-TC-S1, cuya nulidad declara, obedece a una infracción administrativa 

que el demandante cometió ante una entidad administrativa, referida a que el 

demandante interpuso en forma extemporánea el recurso impugnatorio contra la 

Resolución N° 1637-2013-TC-S1. Añade que el colegiado deberá tener presente que el 

demandante fue debidamente notificado respecto del inicio de procedimiento 

administrativo sancionador; notificándosele también la respectiva clave de acceso al 

Toma Razón Electrónico, de la cual se tiene constancia en la Cédula de Notificación       

N° 13284-2013-TC, por lo que, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 247 del 

Reglamento, el demandante fue debidamente notificado del inicio de procedimiento 

administrativo sancionador y de la clave de Toma de Razón Electrónico, por lo que 

asumió la responsabilidad de realizar permanente seguimiento del procedimiento a 

través de dicho medio electrónico. Además, consta en la Toma Razón Electrónico del 

Tribunal que la referida Resolución fue notificada electrónicamente el 26 de julio de 

2013, por lo que tenía hasta el 6 de agosto de 2013 para interponer el recurso de 

reconsideración; no obstante, como puede observarse de autos, dicho recurso 

impugnativo ha sido presentado el 20 de agosto de 2013, de forma extemporánea.     

 

1.5.2.2. Fundamento del agravio  

El demandado señala que el agravio causado se produce al haber resuelto en contra 

de sus derechos e intereses, puesto que se cuestiona un acto que se ha dictado 

correctamente al no haberse verificado una infracción en el trámite del procedimiento 

administrativo sancionador, llevado a cabo conforme a la normatividad vinculada a la 

contratación pública y expedido en el ejercicio de las atribuciones conferidas al OSCE. 

1.6. SÍNTESIS DE DICTAMEN FISCAL 

Con fecha 13 de noviembre de 2014, la Cuarta Fiscalía Civil de Lima emitió el 

Dictamen N° 810-2014, mediante el cual opinó que se debe declarar NULA la 

sentencia, en base a los siguientes fundamentos: i) Señala que el juez de la causa no 

ha referido en qué parte de lo actuado se sustenta la conclusión referida a que al 9 de 

agosto de 2013 el demandante carecía de la clave de acceso al Toma Razón del 

OSCE y que por ende, la Entidad accedió a otorgarle una nueva clave. Añadiendo que 

en el folio 152 del expediente administrativo obra la Cédula de Notificación N° 13284-
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2013.TC de la cual se aprecia que el 9 de abril de 2013 le fue remitida la clave de 

acceso y ii) No se advierte que haya resuelto en congruencia con el petitorio de la 

demanda, toda vez que, al haber el demandante agotado la vía administrativa, pudo 

efectuarse la tutela jurisdiccional del derecho que reclama, emitiéndose un 

pronunciamiento de plena jurisdicción estimando o desestimando la pretensión de 

manera fundamentada. 

1.7. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La Tercera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, a través de la Resolución N°11 de fecha 18 de abril de 2016, 

resolvió: REVOCAR la sentencia apelada, REFORMÁNDOLA DECLARARON 

INFUNDADA la demanda respecto a la Resolución N° 1981-2013-TC-S1 de fecha 9 

setiembre 2013 e IMPROCEDENTE respecto a la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 y 

demás extremos demandados por lo siguiente: i) Señala que el artículo 247 del 

Reglamento establece que es responsabilidad del infractor (el demandante) realizar 

permanentemente el seguimiento del procedimiento sancionador a través del Toma 

Razón Electrónico. Asimismo, señala que de conformidad con lo dispuesto en la Quinta 

Disposición Complementaria Final de la Ley de Contrataciones del Estado, la 

notificación se entiende efectuada el día de la publicación en dicha plataforma; en 

consecuencia, la notificación de la Resolución N° 1637-2013-TC-S1, se entiende 

efectuada el día de la publicación en el Toma Razón Electrónico, lo cual ocurrió el 26 

de julio de 2013. En ese sentido, al haber sido debidamente notificado el demandante 

con la clave de acceso al Toma Razón Electrónico del OSCE, con fecha 9 abril 2013, a 

partir de esa fecha, asumió la responsabilidad respecto al seguimiento  de su 

procedimiento  administrativo, por lo que la circunstancia que alega el demandante 

referida a que la persona designada para hacer el seguimiento del procedimiento dejó 

de trabajar para la empresa, no la exime de la responsabilidad en el seguimiento del 

procedimiento administrativo. Asimismo, refiere que se debe tener en cuenta que la 

respuesta a la solicitud de reenvió de la clave secreta no puede significar que el 

demandando haya aceptado como no realizada válidamente la notificación de fecha el 

26 julio 2013, más aún si la solicitud fue con posterioridad al vencimiento del plazo para 

la impugnación; concluyendo que no se aprecia algún vicio de nulidad en la decisión 
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contenida en la Resolución N° 1981-2013-TC-S1 y ii) Respecto a la pretensión de 

nulidad de la Resolución N° 1637-2013-TC- S1, por lo antes expuesto se concluye que, 

al no haber sido impugnada dentro del término legal, dicha resolución adquirió la 

calidad de acto firme. 

1.8. SÍNTESIS DEL RECURSO DE CASACIÓN  

CONCRETOS SUPERMIX S.A. interpuso recurso de casación contra la Sentencia 

contenida en la Resolución N° 11 de fecha 18 de abril de 2016, en base a las 

siguientes infracciones normativas: i) Inaplicación del Principio de predictibilidad 

(numeral 1.15 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444) al haber 

declarado nula la sentencia y, en consecuencia, infundada la demanda; validando así lo 

señalado por el demandante, referido a que el cómputo del plazo inició desde que la 

Resolución fue registrada en la casilla electrónica, ii) Inaplicación del principio de 

conducta procedimental (numeral 1.8) al haber declarado nula la sentencia y, en 

consecuencia, infundada la demanda; validando así el actuar contradictorio y de mala 

fe de la Entidad, al haber remitido una nueva clave de acceso y luego desconocer que 

el cómputo del plazo iniciaba desde notificada la misma, iii) Inaplicación del artículo 

41.2 del T.U.O. de la Ley N° 27584, referido al “dispositivo” que faculta a examinar 

cualquier aspecto del expediente administrativo, en caso se aprecie la existencia de 

ilegalidades en la tramitación del procedimiento, llámese, Tutela Jurisdiccional Efectiva, 

iv) Inaplicación del Principio de Legalidad (numeral 1.1) al haber declarado nula la 

sentencia y, en consecuencia, infundada la demanda; validando la sanción impuesta 

sobre la base de una norma derogada y v) Inaplicación del Principio de Verdad Material 

(numeral 1.11) al haber declarado nula la demanda; validando que el demandado no 

realizó ningún tipo de actuación que permitiera arribar a la veracidad de los hecho y 

acreditar las afirmaciones del Gobierno Regional de Puno. 

1.9. CASACIÓN 

Con fecha 29 de setiembre de 2017, la Tercera Sala de Derecho Constitucional y 

Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República emitió la Casación 

N° 12842-2016-Lima, en la que se resolvió: Declarar INFUNDADO el recurso de 

casación interpuesto por el demandante; en consecuencia, NO CASARON la 

sentencia de vista de fecha 18 de abril de 2016, por los siguientes fundamentos: 
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Sobre la infracción normativa del artículo IV, numeral 1.15 (Principio de 

Predictibilidad): En principio, señala que no se advierte que en la sentencia 

impugnada se haya inaplicado el citado principio, toda vez que ninguno de los 

argumentos expuestos por el recurrente encuadra en el supuesto que garantiza la 

aplicación de dicho principio. Asimismo, señala que no se advierte que al efectuar el 

cómputo del plazo para interponer el recurso de reconsideración, la Instancia de 

Mérito y la Sala del Tribunal de Contrataciones hayan incurrido en algún vicio que sea 

causal de nulidad e implique la vulneración del principio de predictibilidad, pues la 

decisión que adoptó fue conforme con las disposiciones normativas que regulan la 

forma, el medio, la oportunidad y los efectos del acto de notificación de la resolución 

de sanción expedida en el procedimiento sancionador.  

Sobre la infracción normativa del artículo IV, numeral 1.8 (Principio de Conducta 

Procedimental): Señala que no se advierte que en la resolución impugnada la 

Instancia de Mérito haya vulnerado el principio de conducta procedimental al decidir el 

caso, toda vez que ésta consideró que la actuación de la Primera Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado se efectuó conforme a lo dispuesto en el artículo 247 del 

Reglamento y en el numeral 8 de la Directiva N° 008-2012-OSCE/CD. 

Sobre la infracción normativa del numeral 2  del artículo 41 del Texto Único Ordenado 

de la Ley N° 27584,: Señala que al analizar la causal invocada considera que en la 

sentencia de vista no se vulneró dicho artículo, dado que tal disposición se aplica en el 

caso que se emita una sentencia que declare fundada la demanda, lo que no ocurre en 

este proceso, puesto que la Sala Superior, en revisión consideró que la pretensión de 

nulidad de la Resolución N° 1981-2013-TC-S1 resultaba infundada. 

Sobre la infracción normativa del artículo IV, numeral 1.1 (Principio de Legalidad): 

Señala que la infracción normativa denunciada debe desestimarse por infundada, dado 

que con ella se propone la modificación de lo decidido por la Instancia de Mérito por un 

aspecto de fondo cuando la decisión de aquella se justificó en aspecto de forma, ya 

que se declaró improcedente la pretensión de nulidad de la resolución que impuso la 

sanción. 
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Sobre la infracción normativa del artículo IV, numeral 1.11 (Principio de Verdad 

Material):Señala que el argumento que sustenta la causal invocada se dirige a 

controvertir los hechos por los cuales se impuso la sanción a la recurrente, por lo que 

consideró que debe desestimarse por infundada la infracción denunciada, dado que la 

recurrente dejó consentir el acto administrativo que le impuso la sanción al no 

interponer el recurso respectivo dentro del plazo previsto en el artículo 249 del 

Reglamento. 

 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

Una vez relatado los hechos acontecidos y principales actuaciones procesales en el 

expediente materia de análisis, procederemos a identificar los principales problemas 

jurídicos del mismo.  

 

2.1. CONDICIONES PARA UNA VÁLIDA Y EFICAZ NOTIFICACIÓN DEL ACTO 

ADMINISTRATIVO 

Identificamos como problema jurídico determinar qué condiciones deben existir para 

considerar válida y eficaz la notificación de una resolución de sanción emitida por el 

Tribunal de Contrataciones del Estado en el marco de un procedimiento administrativo 

sancionador. 

 

Al respecto, resulta necesario recordar que la identificación de dicho problema surge 

del primer punto controvertido, pues el demandante alega que de manera arbitraria se 

le impidió acceder a su derecho a la doble instancia en la vía administrativa, regulado 

en el artículo 249 del Reglamento. 

 

Ahora bien, a efectos de tener claro el panorama sobre cuando la notificación de un 

resolución emitida por el Tribunal de Contrataciones del Estado en el marco de un 

procedimiento administrativo sancionador es válida y eficaz, resulta necesario revisar el 

contenido de los artículo 245 y 249 del Reglamento, así como los numerales 5 y 6 de la 

Directiva N° 008-2012-OSCE/CD, de los cuales se lo siguiente: i) Toda resolución de 
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sanción emitida por el Tribunal de Contrataciones del Estado del OSCE se notifica a 

través del Toma Razón electrónico, ii) La notificación se entiende efectuada el día de la 

publicación en dicha plataforma, iii) Contra la resolución que impone sanción podrá 

interponerse recurso de reconsideración dentro de los cinco (5) días hábiles de 

notificada la respectiva resolución, iv) Es responsabilidad del infractor el permanente 

seguimiento del procedimiento sancionador a través de dicho medio electrónico, por lo 

que no se podrá alegar desconocimiento o ignorancia de las exigencias, plazos y 

términos fijados por el Tribunal y v) La clave de acceso al Toma Razón electrónico se 

notifica en forma personal al administrado; en consecuencia, tenemos que: i) Con fecha 

9 de abril de 2013 se notificó a la empresa demandante la clave de acceso al Toma 

Razón electrónico, por lo que desde dicha fecha recaída en ella la responsabilidad del 

permanente seguimiento de los documentos que se puedan registrar. En base a ello, 

no resulta válido alegar que no tuvo conocimiento de la resolución de sanción en la 

fecha de su publicación y ii) Con fecha 26 de julio de 2013, se publicó en el Toma 

Razón electrónico la Resolución N° 1637-2013-TC-S1 que impone la sanción a la 

empresa demandante, por lo que la empresa demandante tenía hasta el 6 de agosto de 

2013 para presentar el recurso de reconsideración; no obstante, presentó su recurso el 

16 de agosto de 2013, extemporáneamente. Como vemos, lo alegado por el 

demandante, en el extremo que señala que de manera arbitraria se le impidió acceder 

a su derecho a la doble instancia en la vía administrativa, resulta infundado. 

 

En relación al acceso al derecho a la doble instancia en la vía administrativa,  existe la 

concepción de un falso fundamento del derecho a la contradicción administrativa, pues 

resulta común asociar el derecho a recurrir de los actos administrativos, con el derecho 

a recurrir decisiones judiciales, toda vez que por un lado tenemos como fundamento del 

derecho a recurrir las decisiones judiciales, el derecho a la pluralidad de instancias o 

doble instancia, puesto que es regla de todo proceso judicial el derecho a que un 

superior jerárquico conozca el caso previamente sentenciado; en dicho sentido, 

corresponde hablar de doble instancia en estos procesos como garantía de los 

derechos de los ciudadanos. (Morón Urbina, 2017, pp.184-185) 
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Por el contrario, en sede administrativa no resulta aplicable la regla de la doble 

instancia, pues el recurso administrativo no es una garantía a favor del administrado 

sino una carga en su contra y un privilegio de la Administración Pública; siendo la 

verdadera garantía acceder a la tutela jurisdiccional efectiva.  

 

Como vemos, la esencia del acceso a una doble instancia, resulta garantista de 

derechos del ciudadano en sede judicial, mas no exactamente en sede administrativa, 

pues se garantiza que un superior jerárquico decida sobre una sentencia emitida en 

primera instancia, mientras que recurrir en sede administrativa implicaría que un juez y 

parte resuelva sobre un determinado caso. 

 

2.2. APLICACIÓN DE LA FACULTAD DE PLENA JURISDICCIÓN 

El problema jurídico que identificamos en este punto está referido a la posibilidad o no 

que tiene un juez de ejercer la plena jurisdicción en el marco de un proceso 

contencioso administrativo, dado que el artículo 1 del T.U.O. de la Ley del Proceso 

Contencioso Administrativo aplicable, establece claramente que la acción contencioso 

administrativa no sólo tiene por finalidad realizar el control jurídico por el Poder Judicial 

de las actuaciones de la Administración Pública sujetas al derecho administrativo, sino 

también llevar a cabo la efectiva tutela de los derechos e intereses de los 

administrados. Con esto último, el legislador ha buscado asegurar la oportuna tutela 

jurisdiccional efectiva del administrado, que puede verse postergada por la “necesidad 

ritualista” de articular recursos administrativos sin sentido. La identificación de dicho 

problema surge del segundo punto controvertido, pues el demandante señala que i) La 

sanción es nula porque se sustenta en la aplicación de normas derogadas, señalado 

que la sanción interpuesta por el Tribunal de Contrataciones del Estado es ilegal 

porque consiente y ratifica que el Gobierno Regional de Puno haya fundamentado su 

resolución de pérdida automática de la Buena Pro en normas derogadas; señalando 

que resulta aún más gravoso que el Tribunal haya identificado el grave vicio de nulidad 

procedimental y que, en lugar de rechazar el pedido de castigo, lo haya reemplazado 

por la norma vigente y lo sancione.  
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En efecto, de la lectura efectuada a la Resolución N° 1637-2013-TC-S1, se desprende 

que, efectivamente, el Tribunal del OSCE advirtió que el Gobierno Regional de Puno 

invocó una norma derogada para fundamentar su resolución de pérdida automática de 

la Buena Pro y procedió a señalar la norma que le resultaba aplicable al procedimiento 

de selección. Al respecto, si bien el Tribunal del OSCE no dio mayor fundamento sobre 

la aplicación de una norma derogada; limitándose a precisar la que le resultaba 

aplicable, somos de la opinión que dicho Tribunal buscó aplicar de manera tácita la 

figura de conservación del acto administrativo, regulada en el artículo 14 de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General aplicable al caso, porque si bien el aplicar una 

norma derogada en la motivación de un acto administrativo resultaría una causal de 

nulidad, pues no fue emitido conforme al ordenamiento jurídico aplicable, dicho artículo 

en su numeral 14.1 señala que cuando el vicio del acto administrativo por el 

incumplimiento a sus elementos de validez no sea trascendente, prevalece la 

conservación del acto, procediéndose a su enmienda por la propia entidad emisora.  

Resulta importante precisar que si bien el Tribunal del OSCE no fue el emisor de la 

Resolución de pérdida automática de la Buena Pro y por ende no le compete realizar la 

enmienda referida, sí tiene la facultad otorgada por Ley de aplicar sanción, con la 

simple verificación del supuesto de hecho normativo, que en el presente caso se 

configuró con la infracción referida a la no suscripción injustificada del contrato, 

regulada en el literal a) del numeral 1 del artículo 51 de la Ley de Contrataciones del 

Estado aplicable.  

 

Cabe precisar que el propio OSCE manifestó en su escrito de contestación de 

demanda que la responsabilidad por la comisión de una infracción administrativa es 

objetiva, esto es, como ya se refirió, con la simple verificación de la configuración del 

supuesto de hecho normativo y ii) La sanción es nula porque afecta el derecho al 

debido procedimiento y el derecho a la prueba: En este punto, el demandante señala 

que la acción probatoria fue ineficiente, ya que la sanción únicamente se sustentó en 

una mera afirmación por parte de los funcionarios del Gobierno Regional de Puno, 

referido al hecho de que su representada no asistió a la firma del contrato y que nunca 

se presentó medio probatorio alguno que sustentara que tuvo conocimiento de una 
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invitación para la suscripción del contrato, de lo que concluye la vulneración al principio 

del debido procedimiento, por lo que resulta ilegal.  

 

Al respeto, de la lectura efectuada a la Resolución N° 1637-2013-TC-S1, se advierte 

que el Tribunal de Contrataciones del Estado notificó al demandante respecto del inicio 

del procedimiento administrativo sancionador, solicitándole que presente sus descargos 

respectivos. 

 

Fue en esta oportunidad en la que la empresa demandante debió presentar el cargo de 

presentación de documentos para perfeccionamiento del contrato y el contrato mismo, 

toda vez que de haberse producido dicho acto, contaría con un original, de conformidad 

a lo establecido en el numeral 2 del artículo 162 de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General. En consecuencia, consideramos que no se ha producido la 

afectación al debido procedimiento y al derecho a la prueba. 

 

Ahora bien, el numeral 3 de la Constitución reconoce la tutela jurisdiccional efectiva, 

siendo la matriz de todos los procesos, incluyendo al contencioso administrativo, por lo 

que se debe tener presente las finalidades que el control jurisdiccional de las 

actuaciones que la administración persigue: i) Afirmar la vigencia del principio de 

juridicidad o legalidad de la administración pública, de conformidad a los artículos 45 y 

51 de la Constitución, ii) Afirmar la vigencia de los derechos fundamentales y de la 

protección del ciudadano, de conformidad al artículo 1 de la Constitución y iii) 

Garantizar la tutela jurisdiccional efectiva, a todo afectado por un acto del poder 

público, de conformidad al artículo 139.3 de la Constitución. (Huapaya Tapia, 2019, 

pp. 32-33)              

 

Es justamente el nuevo modelo subjetivo de lo contencioso administrativo, el  que 

busca garantizar la tutela de los derechos, entre ellos, los fundamentales, tal y como ha 

referido la doctrina nacional: 

“Se va imponiendo así progresivamente una percepción distinta del Proceso Contencioso 

Administrativo, la del contencioso subjetivo o de plena jurisdicción, en el cual el análisis 
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jurisdiccional no se limita a determinar si la administración actuó o no conforme a derecho, sino 

que apunta básicamente a establecer si en su quehacer dicha administración respectó los 

derechos fundamentales de los administrados, fenómeno al cual, por cierto, no ha sido ajeno 

nuestro país, pues con la dación de las leyes Nos 27584 y 27684 es que se instaura en el Perú un 

Proceso Contencioso Administrativo que reclama ser un subjetivo de plena jurisdicción”. 

(Espinosa- Saldaña, 2012, p. 12) 

Queda claro entonces, que la finalidad de dotar al Proceso Contencioso 

Administrativo de subjetivad, es que los jueces puedan materializar la tutela de los 

derechos fundamentales de los administrados mediante sus resoluciones, ya sea 

con efectos provisionales o definitivos. 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

Habiéndose identificado y analizado los principales problemas jurídicos del expediente, 

procedemos a sentar posición fundamentada respecto de las resoluciones emitidas. 

 

3.1. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Contenida en la Resolución N° 10 de fecha 13 de noviembre de 2013, emitida por el 

Cuarto Juzgado Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Justicia de Lima. 

 

Sobre el particular, el A quo declaró FUNDADA EN PARTE la demanda, declarando 

NULA la Resolución N° 1981-2013 e IMPROCEDENTE la demanda respecto a la 

pretensión de declarar la nulidad de la Resolución N° 1637-2013, exponiendo 

básicamente como fundamentos los siguientes, que, a nuestro criterio, configuran dos 

(2) problemas jurídicos que fueron referidos en el numeral precedente: 

 

3.1.1. Condiciones para una válida y eficaz notificación de acto administrativo 

Al respecto, precedentemente identificamos como problema jurídico determinar qué 

condiciones deben existir para considerar válida y eficaz la notificación de una 

resolución de sanción emitida por el Tribunal de Contrataciones del Estado en el marco 

de un procedimiento administrativo sancionador, siendo que del análisis de hecho y 

derecho efectuado, concluimos lo siguiente: i)Toda resolución de sanción emitida por el 
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Tribunal de Contrataciones del Estado del OSCE se notifica a través del Toma Razón 

electrónico, ii) La notificación se entiende efectuada el día de la publicación en dicha 

plataforma, iii) Contra la resolución que impone sanción podrá interponerse recurso de 

reconsideración dentro de los cinco (5) días hábiles de notificada la respectiva 

resolución, iv) Es responsabilidad del infractor el permanente seguimiento del 

procedimiento sancionador a través de dicho medio electrónico, por lo que no se podrá 

alegar desconocimiento o ignorancia de las exigencias, plazos y términos fijados por el 

Tribunal, v) La clave de acceso al Toma Razón electrónico se notifica en forma 

personal al administrado, vi) Con fecha 9 de abril de 2013 se notificó a la empresa 

demandante la clave de acceso al Toma Razón electrónico, por lo que desde dicha 

fecha recaída en ella la responsabilidad del permanente seguimiento de los 

documentos que se puedan registrar. En base a ello, no resulta válido alegar que no 

tuvo conocimiento de la resolución de sanción en la fecha de su publicación y vii) Con 

fecha 26 de julio de 2013, se publicó en el Toma Razón electrónico la Resolución         

N° 1637-2013-TC-S1 que impone la sanción a la empresa demandante, por lo que la 

empresa demandante tenía hasta el 6 de agosto de 2013 para presentar el recurso de 

reconsideración; no obstante, presentó su recurso el 16 de agosto de 2013, 

extemporáneamente.  

 

En consecuencia, no compartimos el argumento esgrimido por el Juez ni la decisión 

adoptada en este extremo, dado que no se advierte vulneración alguna al debido 

procedimiento en la notificación de la Resolución N° 1637-2013 ni en el cómputo del 

plazo para interponer el recurso de reconsideración, ya que estos actos se 

desarrollaron siguiendo las reglas establecidas en los artículos 247 y 249 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, trayendo como consecuencia que 

el administrado haya presentado su recurso de reconsideración de manera 

extemporánea.  

En efecto, el artículo 247 de la norma aludida estable con toda claridad las reglas de 

notificación aplicables a los procedimientos sancionadores a cargo del Tribunal de 

Contrataciones del Estado, disponiendo expresamente que “los actos que emita el 

Tribunal durante el procedimiento sancionador, incluidas las resoluciones que 
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determinan la imposición de sanciones (…). Se notificarán a través del Toma Razón 

electrónico implementado en el portal institucional del OSCE, siendo responsabilidad 

del infractor el permanente seguimiento del procedimiento sancionador a través de 

dicho medio electrónico (…). La notificación se entiende efectuada el día de la 

publicación en el Toma Razón electrónico”. De esta forma, apreciamos que se cumple 

con el principio de predictibilidad establecido en el numeral 1.15 del artículo IV del 

Título Preliminar de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 

aplicable al presente caso.  

 

Por otro lado, del dispositivo normativo antes señalado, se aprecia que una regla del 

procedimiento exigía al administrado efectuar constante seguimiento al procedimiento 

sancionador a través del Toma Razón electrónico, para lo cual el Tribunal de 

Contrataciones del Estado le proporcionó su clave de acceso en forma oportuna. El 

hecho de que el administrado haya perdido su clave- situación que es de entera 

responsabilidad de éste-, no pudiendo en consecuencia acceder al Toma Razón para 

tomar conocimiento de las actuaciones procedimentales- tal como lo exigía el artículo 

247 del RLCE-, no es motivo para sostener la invalidez y/o ineficacia  de la notificación 

de la Resolución N° 1631-2013 realizada el 26 de julio de 2013, mediante la cual se 

impuso la sanción, dado que este acto se llevó a cabo de acuerdo a las  reglas del 

procedimiento. La “imposibilidad” del administrado de tomar conocimiento de dicha 

Resolución tuvo su origen en un acto de negligencia propia que no puede desconocer 

las reglas del debido procedimiento claramente definidas en la normativa aplicable 

(Artículo 247 del RLCE, en el presente caso).  

 

En esa línea, siendo válida la notificación de la sanción, el plazo para interponer el 

recurso de reconsideración fue computado de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 

249 del RLCE, habiendo sido el 6 de agosto de 2013 el último día para que el 

administrado formule tal recurso administrativo. Nótese en el presente caso que el 

sancionado solicitó una nueva clave de acceso el día 9 de agosto, fecha posterior al 

vencimiento del plazo mencionado.  
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Cabe anotar que sostener el argumento esgrimido por el A quo trae como 

consecuencia el vaciar de contenido a las reglas de notificación contempladas en el 

artículo 247 ya aludido, dado que cualquier sancionado podría alegar la pérdida de su 

clave de acceso para soslayar el cumplimiento del plazo normativamente establecido 

para interponer el recurso de reconsideración que le asiste. 

 

Por lo expuesto, creemos que el juez de primera instancia realizó una interpretación 

“sistemática” poco coherente, avalando el presunto comportamiento negligente del 

administrado (pérdida de su clave) y desconociendo la regla de notificación claramente 

diseñada como parte del procedimiento sancionador a cargo del Tribunal de 

Contrataciones del Estado; habiendo sido un error declarar la nulidad de la Resolución 

N° 1981-2013 (que declaró improcedente el recurso de reconsideración por motivo de 

extemporaneidad), correspondiendo haberse pronunciado en el sentido de declarar 

infundado dicho extremo.  

3.1.2. Aplicación de la facultad de plena jurisdicción 

Al respecto, el A quo señaló que no resultaba posible acceder a lo peticionado respecto 

a la Resolución N° 1637-2013 (declarar su nulidad) debido a que, en base a la errónea 

declaración de nulidad de la Resolución N° 1981-2013 que realizó, consideró que el 

Tribunal de Contrataciones del Estado aún no había emitido un pronunciamiento de 

fondo en última instancia respecto a la sanción impuesta. Este hecho no permitiría al 

Juez de primera instancia emitir pronunciamiento sobre este extremo.  

 

El problema jurídico que identificamos ya precedentemente, se refiere a la posibilidad o 

no que tenía en juez de ejercer la plena jurisdicción en el marco de un proceso 

contencioso administrativo, dado que el artículo 1 del T.U.O. de la Ley del Proceso 

Contencioso Administrativo aplicable establece claramente que la acción contencioso 

administrativa no sólo tiene por finalidad realizar el control jurídico por el Poder Judicial 

de las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo, sino 

también llevar a cabo la efectiva tutela de los derechos e intereses de los 

administrados; buscando así asegurar la oportuna tutela jurisdiccional efectiva de los 
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derechos del administrado, que puede verse postergada, como ya se refirió, por la 

“necesidad ritualista” de articular recursos administrativos sin sentido.  

 

Por otro lado, el A quo parece no haber reparado que el artículo 250 del RLCE 

establece claramente la procedencia de la acción contenciosa administrativa contra la 

resolución que impone una sanción o contra la resolución que se pronuncia respecto de 

la reconsideración interpuesta contra una resolución sancionatoria. 

 

En atención a lo expuesto en los dos párrafos precedentes, consideramos que el Juez 

de Primera Instancia, de haber declarado infundado el extremo relacionado a la nulidad 

de la Resolución N° 1981-2013 y a fin de no postergar la tutela jurisdiccional efectiva a 

favor del administrado, debió pronunciarse sobre el fondo de asunto, es decir, sobre la 

imposición de la sanción, aplicando la facultad de plena jurisdicción. 

 

En todo caso, frente al hecho de haber declarado nula la Resolución N° 1981-2013, 

consideramos que el A quo debió señalar un plazo para que el Tribunal de 

Contrataciones del Estado emitiera su pronunciamiento respecto a la reconsideración 

formulada por el administrado frente a la sanción de inhabilitación impuesta, de 

acuerdo a lo establecido en el numeral 2 del artículo 41 del T.U.O. de la Ley del 

Proceso Contencioso Administrativo. Sin embargo, el juez se limitó sólo a ordenar al 

Tribunal Administrativo emitir un pronunciamiento de fondo sin fijar plazo alguno, lo que 

creemos atenta al principio de tutela jurisdiccional efectiva contemplada en el artículo 1 

de la norma mencionada líneas arriba.  

 

3.2. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA  

Contenida en la Resolución N° 11 de fecha 18 de abril de 2016, emitida por la Tercera 

Sala Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Justicia de Lima. 

 

3.2.1. Respecto al primer problema jurídico identificado 

Con relación al primer problema jurídico identificado, compartimos el criterio esgrimido 

por la Sala dado que evalúa acertadamente la validez de la notificación de la 
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Resolución N° 1637-2013 y el transcurso del plazo para interponer el recurso de 

reconsideración respectivo de acuerdo a las reglas del procedimiento sancionador a 

cargo del Tribunal de Contrataciones del Estado contenidas en la normativa aplicable, 

específicamente en los artículos 247 y 249 del RLCE. Por ello, estamos de acuerdo con 

que este extremo de la demanda haya sido declarado infundado, revocándose lo 

decidido en Primera Instancia. En ese sentido, se entiende notificada la Resolución     

N° 1637-2013 el día que fue publicada en el Toma Razón (26 de julio de 2013), siendo 

el término final del plazo el día 6 de agosto de 2013, período dentro del cual el 

administrado sancionado no formuló el recurso de reconsideración que correspondía, lo 

que trajo como consecuencia que sea declarada su extemporaneidad mediante 

Resolución N° 1981-2013; no amparándose lo alegado por el administrado respecto al 

hecho de no haber contado con su clave de acceso al Toma Razón (por motivo de 

pérdida), dado que la Sala advierte que tal hecho no exime de manera alguna al 

administrado de su responsabilidad en el seguimiento del procedimiento administrativo 

que el artículo 247 del RLCE le atribuye.  

3.2.2. Respecto al segundo problema jurídico identificado 

Con relación a este punto, la Sala señala que “no se puede efectuar el análisis de los 

argumentos de fondo de la pretensión de nulidad de la sanción, pues al haberse 

declarado extemporáneo el recurso impugnatorio, la resolución que impone la sanción 

quedó firme”, razonamiento que lo llevó a declarar improcedente la demanda en el 

extremo relacionado a la nulidad de la Resolución N° 1637-2013 (imposición de 

sanción de inhabilitación al administrado). 

Sobre ello, debemos precisar que no compartimos lo señalado por la Sala en este 

extremo, dado que en virtud a la facultad de plena jurisdicción contemplada en la parte 

final del artículo 1 del T.U.O. de la Ley del Proceso Contencioso Administrativo, se 

contaba con la facultad de emitir pronunciamiento de fondo respecto a la Resolución 

mediante la cual se impuso sanción de inhabilitación al administrado, más aun cuando 

el artículo 250 del RLCE establece la procedencia de la acción contenciosa 

administrativa contra la resolución que impone una sanción o contra la resolución que 
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se pronuncia respecto de la reconsideración interpuesta contra una resolución 

sancionatoria.  

En esa línea, somos de la opinión que, en atención al derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva, y al contener la demanda contenciosa administrativa dos pretensiones 

principales cumpliendo con el requisito de agotamiento de la vía administrativa, 

correspondía a la Sala (más aun cuando había declarado infundada la pretensión 

referida a la nulidad de la Resolución N° 1981-2013) emitir pronunciamiento sobre el 

fondo. 

3.3. SENTENCIA CASATORIA N° 12842-2016-LIMA 

Emitida con fecha 19 de setiembre de 2017 por la Tercera Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de Lima. 

 

Al respecto, debemos señalar que compartimos el análisis realizado por la Suprema 

respecto a los presuntos principios del procedimiento administrativo (predictibilidad, 

conducta procedimental, legalidad y verdad material) que habrían sido vulnerados por 

la Sala Superior y por el Tribunal de Contrataciones del Estado en el marco del 

procedimiento sancionador. 

 

Ahora bien, en relación a que la Suprema haya señalado que no se vulneró el numeral 

2 del artículo 41 del T.U.O. de la Ley N° 27584, debemos señalar lo siguiente: 

a) Dicho pronunciamiento se adoptó bajo el entendido de que dicha disposición solo 

aplicaría en el caso de que la Sala Superior hubiera declarado fundada la demanda 

en el extremo de declarar la nulidad de la resolución de sanción, por lo que 

habiéndose declarado infundada no se habría inaplicado el referido artículo; en 

consecuencia, la resolución de sanción adquirió firmeza.  

b) Consideramos que el análisis de la Suprema estuvo orientado a que si la Sala 

Superior no declaró la nulidad de la resolución de sanción, pues no hubo 

vulneración del artículo 41.2 del del T.U.O. de la Ley N° 27584, dado que no se 

puede vulnerar una norma que no ha sido aplicada; no obstante, consideramos que 
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el sentir del recurso de casación en este extremo, fue alegar que justamente la 

Sala Superior, al inaplicar el referido artículo 41.2, vulneró el mismo. 

c) No compartimos el sentido de su análisis, más sí su resultado pues debemos tomar 

en consideración que: i) La casación deviene en un recurso extraordinario que, 

como tal, transfiere la naturaleza específica de los agravios, revisando cuestiones 

de derecho y no de hecho, pues resolver sobre el fondo del asunto es 

competencia de las primeras instancias. Asimismo, defiende el interés público y no 

privado, ii) Los fines y/o funciones de la casación son: i) La adecuada aplicación del 

derecho objetivo al caso concreto y ii) La uniformidad de la jurisprudencia nacional 

por la Corte Suprema de Justicia, de conformidad a lo señalado en el artículo 384 

del T.U.O. del Código Procesal Civil y iii) De conformidad a lo establecido en el 

artículo 386 del T.U.O. del Código Procesal Civil, las causales de procedencia, 

únicamente son dos: la infracción normativa que incida directamente sobre la 

resolución impugnada o en el apartamiento inmotivado del precedente judicial. 

d) La posición señalada está dada en virtud a lo que en estricto refiere una casación, 

puesto que como ya manifestamos en párrafos precedentes, apoyamos la posición 

de que el Juez de Primera Instancia, de haber declarado infundado el extremo 

relacionado a la nulidad de la Resolución N° 1981-2013 y a fin de no postergar la 

tutela jurisdiccional efectiva a favor del administrado, debió pronunciarse sobre el 

fondo de asunto, es decir, sobre la imposición de la sanción, aplicando la facultad 

de plena jurisdicción, pues la actividad del juzgador en el marco del proceso 

contencioso administrativo era determinar, en base a las pretensiones planteadas 

en la demanda, si resultaba fundado lo peticionado, y de ser así –de acuerdo a lo 

establecido en el numeral 2 del artículo 41 mencionado- decidir sobre el 

restablecimiento o reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la 

adopción de cuantas medidas sean necesarias para el restablecimiento o 

reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun cuando no hayan sido 

pretendidas en la demanda.  

 

4. CONCLUSIONES 
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- Se identificó como principales problemas jurídicos del expediente los siguientes:          

i) Determinar qué condiciones deben existir para considerar válida y eficaz la 

notificación de una resolución de sanción emitida por el Tribunal de Contrataciones 

del Estado y ii) Determinar posibilidad, o no, que tiene un juez de ejercer la plena 

jurisdicción en el marco de un proceso contencioso administrativo. 

- De una correcta interpretación sistemática de los artículo 245 y 249 del RCE con 

los numerales 5 y 6 de la Directiva N° 008-2012-OSCE/CD se desprende que el 

recurso de reconsideración presentado por el demandante resulta improcedente, 

por lo que discordamos con lo sentenciado por el Juez de Primera Instancia en este 

extremo y compartimos el criterio esgrimido por la Sala Superior. 

- Bajo la concepción de un Proceso Contencioso Administrativo subjetivo, resulta 

claro que la acción contencioso administrativa no sólo tiene por finalidad realizar el 

control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la Administración 

Pública sujetas al derecho administrativo, sino también llevar a cabo la efectiva 

tutela de los derechos e intereses de los administrados; buscando así asegurar la 

oportuna tutela jurisdiccional efectiva de los derechos del administrado; en 

consecuencia, discordamos con lo sentenciado por el Juez de Primera Instancia en 

este extremo 

- Consideramos que el Juez de Primera Instancia, de haber declarado infundado el 

extremo relacionado a la nulidad de la Resolución N° 1981-2013 y a fin de no 

postergar la tutela jurisdiccional efectiva a favor del administrado, debió 

pronunciarse sobre el fondo de asunto, es decir, sobre la imposición de la sanción, 

aplicando la facultad de plena jurisdicción. 

- No compartimos lo señalado por la Sala Superior en el extremo que no emite 

pronunciamiento sobre la resolución de sanción, dado que si bien coincidimos en 

que la resolución que declaró improcedente el recurso de reconsideración fue 

extemporánea, debió pronunciarse sobre el fondo del asunto planteado como 

segunda pretensión principal de la demanda (nulidad de la Resolución N° 1637-

2013, a través del cual se impuso sanción de inhabilitación al administrado 

demandante), independientemente del fallo sobre aquél. 
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- No compartimos el sentido del análisis de la Suprema respecto de la vulneración 

del artículo 42.1. de la Ley 27584 alegada por el demandante, más sí estamos de 

acuerdo con lo resuelto en dicho extremo, por lo expuesto en el numeral 3.3 del 

presente Informe. 
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